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DE LA SENTENCIA DE 5 DE OCTUBRE DE 2015 

 

(Fondo, Reparaciones y Costas) 

 

 

El 5 de octubre de 2015 la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte 

Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”) emitió una Sentencia, mediante la cual declaró 

responsable internacionalmente a la República de El Salvador por la violación del derecho a la 

integridad personal y la prohibición de la tortura, del derecho a la libertad personal, de la 

presunción de inocencia, del derecho a la defensa y a ser oído con las debidas garantías, y del 

derecho a la protección judicial, así como por la falta de garantía del derecho a la integridad 

personal respecto de la obligación de investigar los actos de tortura, reconocidos en los artículos 

5.1, 5.2, 7.1, 7.3, 7.6, 8.1, 8.2, 8.2.d), 8.2.e) y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con el 

artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de José Agapito Ruano Torres. Asimismo, declaró 

responsable internacionalmente al Estado por la violación del derecho a la integridad personal, 

reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma en perjuicio de sus familiares. 

 

Los hechos del presente caso se refieren a la vinculación a proceso, detención y posterior 

condena de José Agapito Ruano Torres por el delito de secuestro cometido el 22 de agosto de 

2000, con serias dudas sobre si él era efectivamente la persona apodada El Chopo, respecto de la 

cual se alegaba que había participado en la comisión del delito. El presente caso no se refiere, sin 

embargo, a la culpabilidad o inocencia del señor Ruano Torres o cualquiera de las otras personas 

que fueron juzgadas junto a él, sino sobre la conformidad del proceso penal y de los actos de 

determinados funcionarios públicos en el caso a la luz de la Convención Americana. 

 

En el trámite del caso ante la Corte Interamericana, el Estado de El Salvador realizó un 

reconocimiento de responsabilidad internacional, que incluyó la aceptación total de los hechos. 

Además, el Estado especificó que reconocía “las conclusiones contenidas en el informe [de] fondo, 

emitido por [la] Comisión, en lo que respecta a las violaciones establecidas en perjuicio del señor 

José Agapito Ruano Torres y su familia”. 

 

 

 

 

 

 

 
  Integrada por los siguientes Jueces: Humberto Antonio Sierra Porto, Presidente; Roberto F. Caldas, 

Vicepresidente; Manuel E. Ventura Robles, Juez; Diego García-Sayán, Juez; Alberto Pérez Pérez, Juez; Eduardo Vio Grossi, 
Juez, y Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Juez. Presentes, además, Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y Emilia 
Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta. 
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I. Hechos 

 

El 9 de octubre de 2000 la División de Investigación Criminal de la Policía Nacional Civil entrevistó 

a una persona, que se encontraba privada de la libertad por la comisión del delito de extorsión en 

contra de un cooperativista y manifestó tener información sobre el secuestro de Jaime Ernesto 

Rodríguez Marroquín puesto que también habría participado en el mismo. En el transcurso de su 

declaración en la sede de la Unidad de Delitos Especiales de la Fiscalía General de la República, 

mencionó a las personas que habrían participado en el secuestro individualizándolas por su 

nombre y apellido. Asimismo, se refirió a un individuo a quien “únicamente conoc[ía] como 

`Chopo´”. El señor Amaya Villalta describió a El Chopo como un individuo de 24 años de edad y 

de 1.55 metros de estatura, quien residía en el Cantón Colón de Guazapa. 

 

El 16 de octubre de 2000 el Juzgado de Paz de Tonacatepeque concedió a dicha persona el 

criterio de oportunidad de la acción pública por el término de dos meses, a fin de que 

proporcionara toda la información necesaria y eficaz con relación al secuestro del señor Rodríguez 

Marroquín. En la declaración brindada ese mismo día en sede judicial, dicha persona señaló 

nuevamente los nombres de las personas supuestamente involucradas en el secuestro, 

especificando respecto a la persona conocida con el sobrenombre de El Chopo que su “nombre 

verdadero es José Agapito Ruano Torres, de veinticuatro años de edad, aproximadamente, de un 

metro cincuenta y cinco de estatura m[á]s o menos, residente en [la] Lotificación Monte Cristo”. 

 

Ese mismo 16 de octubre de 2000, la Fiscalía General de la República decretó la detención 

administrativa de los presuntos implicados en el secuestro del señor Rodríguez Marroquín, entre 

ellos José Agapito Ruano Torres. En la madrugada del 17 de octubre de 2000 la Policía Nacional 

Civil realizó el llamado “Operativo Guaza”, en el que se procedió al arresto de los supuestos 

partícipes. El señor Ruano Torres fue detenido mientras se encontraba en su inmueble de 

habitación junto con su cónyuge y su hijo de dos años de edad. 

 

Al momento en que los agentes policiales efectuaron su detención, el señor Ruano Torres fue 

sometido a los siguientes actos: i) lo golpearon; ii) lo arrastraron; iii) lo golpearon con el tacón de 

la bota hasta desangrarle el pulgar del pie derecho; iv) lo amenazaron de muerte; v) le colocaron 

una soga al cuello al punto de la asfixia, y vi) le restregaron la cara cerca de un montículo de 

estiércol. El 30 de octubre de 2000 Pedro Torres Hércules, primo de José Agapito Ruano Torres, 

denunció ante la Unidad de Investigación Disciplinaria de la Policía Nacional Civil que la detención 

de éste había sido realizada mediante “abuso de autoridad, maltratos físicos, morales y 

psicológicos”. 

 

El 20 de octubre de 2000 se llevó a cabo la audiencia inicial ante el Juzgado de Paz de 

Tonacatepeque. Los defensores públicos fueron designados para asistir y representar en la 

defensa técnica a José Agapito Ruano Torres y otros cuatro imputados. La defensa solicitó el 

sobreseimiento definitivo de todos sus representados al considerar que no habían sido 

individualizados cada uno de los imputados y que no existía certeza respecto de su participación 

en el hecho. El Juzgado de Paz de Tonacatepeque desestimó la solicitud de la defensa, ordenó la 

instrucción formal de la causa y decidió mantener en detención provisional a todos los imputados 

para garantizar su presencia en la audiencia preliminar. 

 

El 27 de noviembre de 2000 Pedro Torres Hércules se dirigió al Juzgado de Primera Instancia de 

Tonacatepeque a fin de presentar un escrito solicitando audiencia especial, en el que reseñaba 

declaraciones de testigos que indicaban que José Agapito Ruano Torres habría estado trabajando 

en la reconstrucción de una escuela durante el secuestro del señor Rodríguez Marroquín. No 

obstante, consta en dicho escrito que el Juzgado de Primera Instancia de Tonacatepeque se negó 

a recibirlo. 
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El 1 de diciembre de 2000 el Juzgado de Primera Instancia de Tonacatepeque ordenó la 

realización de un reconocimiento en rueda de personas por parte del señor Rodríguez Marroquín, 

quien describió durante el interrogatorio previo a la realización de la diligencia a ocho de las 

personas que habían participado en su secuestro sin proporcionar sus nombres. El 11 de enero de 

2001 se llevó a cabo el reconocimiento en rueda de personas, en el cual el señor Rodríguez 

Marroquín se expresó en sentido positivo por la persona que llevaba el número 2, quien manifestó 

llamarse José Agapito Ruano Torres. 

 

El 7 de diciembre de 2000 José Agapito Ruano Torres presentó una acción de hábeas corpus ante 

la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. El 7 de agosto de 2001 la Sala de lo 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia resolvió el recurso de hábeas corpus presentado y 

decidió mantener al señor Ruano Torres en detención y la causa penal según su estado. Indicó 

que, previo a su detención, se “obtuvo con la debida investigación, la identidad de los imputados 

[…] mediante información obtenida por la población”. Con relación a los alegatos de tortura y 

maltratos cometidos durante la detención del señor Ruano Torres, la Sala de lo Constitucional 

consideró que, si bien había existido uso de la fuerza, no se había atentado contra sus derechos 

fundamentales toda vez que de conformidad con el acta correspondiente había sido necesaria 

para controlarlo por la resistencia que habría opuesto. 

 

El 25 de abril de 2001 la defensora pública, quien había sido designada luego de una petición de 

cambio del defensor público presentada por el señor Ruano Torres el 19 de marzo de 2001, 

presentó un escrito al Juzgado de Instrucción de Tonacatepeque a fin de ofrecer testigos y prueba 

documental para la audiencia preliminar a llevarse a cabo ante el Juzgado de Primera Instancia 

de Tonacatepeque. En dicho documento se manifestó que los testigos permitirían corroborar que 

José Agapito Ruano Torres no era El Chopo y que el día de los hechos se encontraba en un lugar 

distinto. La defensora adjuntó una serie de documentos y solicitó prueba para mejor proveer a fin 

de demostrar que Ruano Torres se encontraba trabajando en la construcción de la escuela de 

Guazapa durante la fecha y hora del secuestro del señor Rodríguez Marroquín. El 26 de abril de 

2001, durante la audiencia preliminar, la jueza decretó la inadmisibilidad de dicha prueba, al 

sostener “que no es ninguna prueba imprescindible”. En la referida audiencia, el señor Ruano 

Torres manifestó que se abstenía de rendir su declaración indagatoria, pero cuando le fueron 

concedidas las últimas palabras expresó que él no era El Chopo y que “los señores policías […] lo 

amenazaron de muerte, lo arrastraron y fue así como lo involucraron en el hecho”. La defensa 

pública solicitó la nulidad del anticipo de prueba, lo que fue declarado improcedente por el 

Juzgado de Primera Instancia de Tonacatepeque. 

 

El 18 de junio de 2001 José Agapito Ruano Torres presentó un escrito ante el Tribunal Segundo 

de Sentencia de San Salvador donde solicitó una audiencia especial de revisión de medida y que 

se decretara “la nulidad del acto de identificación y localización”. Dichos planteamientos fueron 

rechazados por el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador debido a que la etapa 

investigativa había precluido por lo que ello debió haber sido solicitado oportunamente por su 

defensor. Asimismo, resolvió no hacer lugar a la nulidad solicitada. 

 

El 6 de septiembre de 2001 el señor Ruano Torres volvió a presentar un escrito ante el Tribunal 

Segundo de Sentencia de San Salvador, alegando que su defensa pública lo había perjudicado 

con cada una de sus intervenciones, y ofreció prueba testimonial. El 17 de septiembre de 2001 el 

Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador resolvió que en cuanto a “la prueba testimonial 

ofrecida […] este Tribunal considera que será en el momento procesal oportuno que se resolverá 

sobre la admisión de dicha prueba”. No consta en el expediente judicial que posteriormente dicho 

órgano haya hecho referencia a estas solicitudes. 

 

El 1 de octubre de 2001 se inició la vista pública ante el Tribunal Segundo de Sentencia de San 

Salvador, en la cual los defensores públicos actuaron en representación del señor Ruano Torres. 

Al comienzo de la misma se preguntó a los procesados, incluyendo a José Agapito Ruano Torres, 

si deseaban presentar su declaración indagatoria. Consta en el audio de la vista pública que el 
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señor Ruano Torres indicó “me sostengo a declarar”. Sin embargo, luego de su respuesta le 

preguntaron a otro de los procesados si deseaba declarar, por lo que no fue escuchado. 

Adicionalmente, diversos testigos manifestaron que, el día del secuestro del señor Rodríguez 

Marroquín, el señor Ruano Torres se encontraba trabajando con un hermano en la reconstrucción 

de una escuela hasta altas horas de la noche, y que el sobrenombre El Chopo corresponde a otro 

hermano de José Agapito. Durante el interrogatorio al señor Rodríguez Marroquín, nombró y 

señaló como responsables de su secuestro a todos los procesados que se encontraban en la 

audiencia, incluyendo a José Agapito Ruano Torres. 

 

El 5 de octubre de 2001 el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador dictó sentencia 

condenatoria en contra de José Agapito Ruano Torres y otras personas como coautores del delito 

de secuestro del señor Rodríguez Marroquín, imponiéndole una pena de quince años de prisión, la 

pena accesoria de pérdida de derechos del ciudadano y el pago de cinco mil colones en concepto 

de responsabilidad civil. La defensa pública de José Agapito Ruano Torres no interpuso recurso 

contra la sentencia condenatoria. 

 

El 15 de octubre de 2001 José Agapito Ruano Torres presentó una denuncia ante la Procuraduría 

para la Defensa de los Derechos Humanos. El 9 de junio de 2003 la Procuraduría para la Defensa 

de los Derechos Humanos emitió una resolución en la que estableció la violación del debido 

proceso en perjuicio de José Agapito Ruano Torres y recomendó al Departamento de Defensoría 

Pública de la Procuraduría General de la República que, dadas las irregularidades en el proceso, 

convalidadas por omisión de los jueces, fiscales y defensores públicos, se promoviera una revisión 

de su sentencia condenatoria. 

 

El 13 de mayo de 2002 el señor Ruano Torres presentó ante el Jefe del Departamento de 

Investigación Judicial de la Corte Suprema de Justicia una denuncia contra el Juzgado de Primera 

Instancia de Tonacatepeque y el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador que participaron 

en el proceso penal. Alegó que el Juzgado y Tribunal citados no tomaron ninguna medida positiva 

a pesar de presentarles numerosos escritos aclarando que él no era El Chopo, sino su hermano. 

Indicó que el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador negó, durante la audiencia de vista 

pública, que su hermano rindiera declaración como testigo. El 22 de octubre de 2003 la 

Presidencia de la Corte Suprema de Justicia declaró inadmisible la denuncia presentada puesto 

que “no se encontraron elementos que den lugar a una causa probable para que se aperture 

informativo disciplinario”. 

 

El 11 de agosto de 2003, 24 de septiembre de 2003 y 22 de noviembre de 2006 José Agapito 

Ruano Torres interpuso recursos de revisión de sentencia ante el Tribunal Segundo de Sentencia 

de San Salvador, los que fueron declarados inadmisibles.  

 

El 19 de septiembre de 2014 el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador, tras realizar una 

audiencia especial de revisión de sentencia firme, confirmó la sentencia condenatoria en contra 

de José Agapito Ruano Torres en el contexto de un recurso de revisión de decisión firme 

interpuesto por la defensa pública con posterioridad al informe de fondo de la Comisión. 

 

El 26 de junio de 2015 el señor Ruano Torres habría cumplido con la totalidad de la sentencia 

impuesta. 

 

II. Fondo 

 

La Corte procedió a precisar las violaciones a los derechos humanos que se encontraban 

abarcadas por el reconocimiento de responsabilidad del Estado, así como la procedencia y alcance 

de aquellas invocadas por los representantes en forma autónoma respecto a los derechos a la 

integridad personal y la prohibición de la tortura, la libertad personal, la presunción de inocencia 

y la protección judicial, con respecto a José Agapito Ruano Torres. 
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La Corte notó que la Comisión Interamericana concluyó en su informe de fondo No. 82/13 que los 

actos de violencia a los que fue sometido el señor Ruano Torres alcanzaron un nivel de intensidad 

suficiente como para satisfacer el elemento de tortura relacionado con la existencia de un daño 

intenso o severo, lo que se ve reforzado por la ausencia de una investigación diligente por parte 

del Estado. Para la Comisión el uso de la violencia en contra del señor Ruano Torres no era 

necesaria, sino que partía de una presunción a priori por parte de las autoridades policiales que 

diseñaron el operativo respecto de la supuesta peligrosidad del señor Ruano Torres. De este 

modo, las acciones realizadas por los agentes policiales no tenían la finalidad de neutralizar un 

riesgo o resistencia que se hubiera presentado al momento de los hechos. Por el contrario, según 

la Comisión, “el objetivo era disminuir la resistencia física y psicológica del señor Ruano Torres, e 

incluso obtener su confesión o auto-identificación como El Chopo”. Dichas conclusiones fueron 

aceptadas por el Estado en su reconocimiento de responsabilidad. En razón de lo expuesto, la 

Corte aceptó el reconocimiento de responsabilidad del Estado en el sentido de que los actos 

efectuados por las autoridades policiales al momento de la detención constituyeron en su 

conjunto tortura. Por lo tanto, la Corte declaró que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor José 

Agapito Ruano Torres. 

 

La Corte recordó que, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la 

obligación de garantizar los derechos reconocidos en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 

Americana implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes. Este deber se sustenta en el presente caso en los hechos 

establecidos previamente, los cuales correspondía a los tribunales internos investigar. La Corte 

constató que, a pesar de que dichos actos fueron puestos en conocimiento de las autoridades, 

éstas no iniciaron de oficio y de inmediato una investigación imparcial, independiente y minuciosa 

que garantizara la pronta obtención y preservación de pruebas y que permitiera establecer lo que 

había sucedido al señor Ruano Torres. En esta línea, la Corte advirtió que el Juzgado de Primera 

Instancia de Tonacatepeque no permitió la realización de una evaluación psicológica solicitada por 

el fiscal, luego de lo cual no se prosiguió con las investigaciones sobre los hechos de tortura. Por 

lo tanto, la Corte aceptó el reconocimiento de responsabilidad del Estado en el sentido de que no 

inició de oficio y con la debida diligencia una investigación sobre los actos de tortura y malos 

tratos a los que ha sido sometido el señor Ruano Torres después de que se presentara una 

denuncia ante la Unidad de Investigación Disciplinaria de la Policía Nacional Civil por estos 

hechos, de modo tal que el Estado incumplió el deber de garantía del derecho a la integridad 

personal reconocido en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en conexión con el 

artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor José Agapito Ruano Torres. 

 

Las determinaciones de la Comisión en relación con la presunción de inocencia se remiten a dos 

ámbitos interrelacionados amparados bajo este derecho que se refieren al nivel de certeza 

requerido como presupuesto de la legitimidad de una condena. Por un lado, respecto a la 

individualización e identificación de una persona antes de vincularla a una investigación y proceso 

penal. La otra cuestión se relaciona con el onus probandi y la prueba con base en la cual se 

impuso la condena en el presente caso. 

 

Sobre el primer aspecto, la Comisión determinó en su informe de fondo que existen múltiples 

elementos que, desde la investigación inicial y a lo largo del procedimiento, generan dudas sobre 

la identidad de José Agapito Ruano Torres como El Chopo. No obstante, el señor Ruano Torres fue 

condenado sin que las autoridades policiales, de investigación y judiciales, adoptaran medidas 

mínimas para responder a las dudas generadas sobre su identidad. Lo anterior fue reconocido por 

el Estado. La Corte resaltó que, en efecto, el Estado debería haber agotado los medios necesarios 

para investigar y determinar en forma fehaciente la persona que correspondía al sobrenombre de 

El Chopo. Sin embargo, la Fiscalía nada hizo por investigar los hechos indicados por José Agapito 

Ruano Torres para descartar su participación en el hecho punible endilgado o para asegurar la 

comparecencia de la persona que según se indicaba sería El Chopo. Por su parte, las autoridades 

no dieron una respuesta de fondo a lo planteado en cuanto a si se había superado el estado de 
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duda respecto a este aspecto fáctico. En situaciones como las del presente caso en que se 

presentan alegatos razonables sobre la no participación de uno de los imputados en el hecho 

punible en cuanto a que no era la persona a quien se le aplicaba el apodo, la Corte consideró que 

debió primar el respeto y garantía de la presunción de inocencia. 

 

Respecto a la segunda cuestión, la Corte notó que la sentencia pronunciada el 5 de octubre de 

2001, el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador se basó en las “declaraciones unánimes 

y contestes” de la víctima del delito y de un coimputado a quien se le aplicó el criterio de 

oportunidad de la acción pública para emitir la condena. No hizo alusión a otras pruebas de 

corroboración. En relación con la prueba testimonial relacionada con el trabajo de José Agapito 

Ruano Torres en la escuela mientras ocurría el secuestro, el Tribunal afirmó que “tales 

circunstancias no han sido corroboradas por ningún otro medio probatorio; […] se trata de 

parientes y amigos”. La Corte resaltó que en el presente caso las dos pruebas aludidas han 

determinado el resultado del proceso penal, al ser el fundamento central de la vinculación de José 

Agapito Ruano Torres a proceso y su posterior condena.  

 

Sobre este extremo, la Corte advirtió que, tal como lo determinó la Comisión, no existe una 

justificación en términos procesales penales dentro del expediente que indique las razones por las 

que la declaración del coimputado debía practicarse de manera anticipada. Durante dicha 

declaración se verificó la presencia de la defensa privada de sólo un imputado. Una vez que 

fueron individualizados los otros presuntos partícipes en el delito, éstos no contaron con 

posibilidades de ejercer su derecho a la defensa, incluyendo uno de sus componentes 

fundamentales para asegurar el contradictorio que es la facultad de contrainterrogar. En 

definitiva, la referida declaración fue rendida sin que los otros coimputados, y entre ellos el señor 

Ruano Torres, pudieran ejercer su derecho a la defensa en ese momento o en un momento 

ulterior durante el transcurso del proceso penal, de modo tal que no contaron con oportunidades 

para contrainterrogarlo, lo que merma su confiabilidad y violenta las mínimas garantías de las 

que goza todo inculpado del delito. 

 

Además, la Corte resaltó la limitada eficacia probatoria que debe asignarse a la declaración de un 

coimputado, más allá de su contenido específico, cuando es la única prueba en la que se 

fundamenta una decisión de condena, pues objetivamente no sería suficiente por si sola para 

desvirtuar la presunción de inocencia. Por lo tanto, fundar una condena sobre la base de una 

declaración de un coimputado sin que existan otros elementos de corroboración vulneraría la 

presunción de inocencia. En el presente caso, el otro elemento valorado por el tribunal fue la 

declaración realizada por la víctima del delito, respecto a los imputados y la identificación positiva 

de José Agapito Ruano Torres como uno de los partícipes en el hecho punible durante el 

reconocimiento en rueda de personas y en la vista pública. El Estado reconoció que la diligencia 

de reconocimiento habría sido realizada de forma irregular toda vez que el fiscal habría señalado 

a José Agapito Ruano Torres a fin de que la víctima del secuestro lo pudiera identificar y se 

habrían consignado nombres falsos en el acta. Aunado a lo anterior, el Estado reconoció que el 

señor Rodríguez Marroquín vio a las personas que fueron detenidas en el marco del “Operativo 

Guaza” y vinculadas al proceso penal en diversos medios de comunicación. 

 

Con base en lo expuesto y en el reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte consideró 

que el Estado es internacionalmente responsable por la violación del artículo 8.2 de la Convención 

Americana que reconoce la presunción de inocencia, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 

en perjuicio de José Agapito Ruano Torres. 

 

La Corte estimó que en el presente caso la violación del artículo 25.1 de la Convención no se 

configuró por el mero desacuerdo con una decisión desfavorable sino que se relaciona con la falta 

de respuesta de las autoridades sobre el mérito de los alegatos pues no se realizó un análisis por 

parte de las autoridades judiciales a fin de establecer si había sucedido o no una violación a los 

derechos humanos, tales como la presunción de inocencia y el derecho a la defensa, y, en su 

caso, proporcionar una reparación adecuada. En suma, los recursos de revisión no constituyeron 
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un recurso efectivo para remediar las vulneraciones de derechos humanos y, en particular, para 

controlar el respeto a la presunción de inocencia y al derecho a la defensa. En virtud de lo 

expuesto y tomando en cuenta el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado, la 

Corte concluyó que el Estado es responsable por la vulneración del artículo 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de José Agapito Ruano 

Torres. 

 

Además, la Corte aceptó el reconocimiento de responsabilidad del Estado en el sentido de que la 

privación de libertad de José Agapito Ruano Torres devino arbitraria, en violación del artículo 7.3 

de la Convención, toda vez que la sentencia se basó en un proceso penal en violación de las 

garantías judiciales, en los términos desarrollados en esta sentencia. En lo que se refiere al inciso 

6 del artículo 7, según fue establecido por la Comisión y aceptado por el Estado, la acción de 

hábeas corpus presentada resultó ineficaz para tutelar el derecho a la libertad personal del señor 

Ruano Torres, dado que el órgano judicial no realizó las diligencias mínimas a fin de determinar si 

la detención había sido arbitraria, de modo tal que no reconoció violación alguna de derechos 

constitucionales y ordenó mantener la detención, a lo que se suma que su resolución demoró 

nueve meses, lo que constituye un plazo irrazonable, que se agrava tomando en consideración la 

situación de privación de libertad del señor Ruano Torres. A su vez, la Corte recordó que 

cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará 

necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma, tal como fue solicitado por los 

representantes. Por consiguiente, en este caso se declaró igualmente una violación del inciso 1 

del artículo 7 de la Convención. Si bien los representantes también invocaron el artículo 7.2 de la 

Convención, reconocieron al mismo tiempo que la privación de libertad fue legal, por lo que la 

Corte estimó que no concurrían los elementos para pronunciarse al respecto. En consecuencia, la 

Corte consideró que el Estado violó el derecho a la libertad personal reconocido en el artículo 7.1, 

7.3 y 7.6 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 

José Agapito Ruano Torres. 

 

El Estado reconoció su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la defensa 

establecida en el artículo 8.2.d) de la Convención Americana, como fue establecido por la 

Comisión Interamericana en su informe de fondo. Los defensores incluyeron también en sus 

alegatos los artículos 8.1 y 8.2.e) de dicho tratado. Al respecto, la Corte analizó los diferentes 

aspectos que planteaba el presente caso en relación con el derecho a la defensa, para determinar 

y precisar los alcances de la responsabilidad estatal respecto de algunos planteamientos que no 

habían sido abordados previamente en la jurisprudencia de este Tribunal. 

 

La Corte sostuvo que el derecho a la defensa es un componente central del debido proceso que 

obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en 

el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. El derecho a 

la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una persona como posible 

autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su 

caso, la etapa de ejecución de la pena. Agregó que el derecho a la defensa se proyecta en dos 

facetas dentro del proceso penal: por un lado, a través de los propios actos del inculpado, siendo 

su exponente central la posibilidad de rendir una declaración libre sobre los hechos que se le 

atribuyen y, por el otro, por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del Derecho, 

quien cumple la función de asesorar al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter 

alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. La Convención Americana 

rodea de garantías específicas el ejercicio tanto del derecho de defensa material, por ejemplo a 

través del derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo (artículo 8.2.g) o las condiciones 

bajo las cuales una confesión pudiera ser válida (artículo 8.3), como de la defensa técnica, en los 

términos que se desarrollarán a continuación. Dentro de este último ámbito, que es el que 

interesa en el presente caso, los literales d) y e) del artículo 8.2 expresan, dentro del catálogo de 

garantías mínimas en materia penal, que el inculpado tiene derecho de “defenderse 

personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección” y que si no lo hiciere tiene el 
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“derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o 

no según la legislación interna”. 

 

La Corte indicó que, si bien la norma contempla diferentes alternativas para el diseño de los 

mecanismos que garanticen el derecho, cuando la persona que requiera asistencia jurídica no 

tenga recursos ésta deberá necesariamente ser provista por el Estado en forma gratuita. Pero en 

casos como el presente que se refieren a la materia penal en la cual se consagra que la defensa 

técnica es irrenunciable, debido a la entidad de los derechos involucrados y a la pretensión de 

asegurar tanto la igualdad de armas como el respeto irrestricto a la presunción de inocencia, la 

exigencia de contar con un abogado que ejerza la defensa técnica para afrontar adecuadamente 

el proceso implica que la defensa que proporcione el Estado no se limite únicamente a aquellos 

casos de falta de recursos. 

 

En esta línea, la Corte reconoció que un rasgo distintivo de la mayoría de los Estados parte de la 

Convención es el desarrollo de una política pública e institucionalidad que garantiza a las 

personas que así lo requieran y en todas las etapas del proceso el derecho intangible a la defensa 

técnica en materia penal a través de las defensorías públicas, promoviendo de este modo la 

garantía de acceso a la justicia para las personas más desaventajadas sobre las que 

generalmente actúa la selectividad del proceso penal. La Corte sostuvo que la institución de la 

defensa pública, a través de la provisión de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica 

permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que se encuentran 

las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como la situación de 

vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo a la justicia 

en términos igualitarios. 

 

Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto de 

cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es 

imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías 

procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados y se quebrante la relación 

de confianza. A tal fin, la Corte estimó necesario que la institución de la defensa pública, como 

medio a través del cual el Estado garantiza el derecho irrenunciable de todo inculpado de delito 

de ser asistido por un defensor, sea dotada de garantías suficientes para su actuación eficiente y 

en igualdad de armas con el poder persecutorio. La Corte ha reconocido que para cumplir con 

este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Entre ellas, contar con 

defensores idóneos y capacitados que puedan actuar con autonomía funcional. 

 

En El Salvador, el mandato constitucional de asegurar a “[t]oda persona a quien se impute un 

delito, […] todas las garantías necesarias para su defensa” se hace efectivo a través de la 

asistencia técnica que brinda la Unidad de Defensoría Pública a solicitud de toda persona que esté 

privada o amenazada de su libertad individual, sin distinción de nacionalidad, sexo, religión o 

condición económica. Según el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República, “[l]a Unidad de Defensoría Pública tiene por función ejercer la defensa técnica de la 

libertad individual a personas adultas y menores, a quienes se les atribuye la comisión de una 

infracción penal”. Por consiguiente, en el diseño institucional de El Salvador, la Unidad de 

Defensoría Pública se inserta dentro de la Procuraduría General de la República y puede ser 

asimilada a un órgano del Estado, por lo que su conducta debe ser considerada como un acto del 

Estado en el sentido que le otorga el proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por 

hechos internacionalmente ilícitos realizados por auxiliares de la administración de justicia. 

 

La Corte notó que en el presente caso los defensores públicos ejercieron la defensa del señor José 

Agapito Ruano Torres durante el proceso penal No. 77-2001-2, en el cual se emitió una sentencia 

condenatoria en su contra. A diferencia de casos anteriores, en los cuales la violación del derecho 

a la defensa reconocida a todo inculpado del delito dentro del catálogo de garantías contemplado 

en el artículo 8.2 de la Convención, se configuró por los impedimentos de las autoridades 

policiales, fiscales o judiciales para que la defensa técnica participara asistiendo al imputado en 
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actos centrales del proceso, como por ejemplo recibiendo la declaración del imputado sin la 

asistencia de su abogado defensor, en el presente caso los argumentos se refieren a la alegada 

deficiente actuación de la defensoría pública. Esto es, que la defensa técnica provista por el 

Estado no habría actuado de forma eficiente. 

 

Toda vez que la defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, pero aún así 

se considera una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer adecuadamente 

sus funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en atención a los intereses del 

imputado, la Corte estimó que el Estado no puede ser considerado responsable de todas las fallas 

de la defensa pública, dado la independencia de la profesión y el juicio profesional del abogado 

defensor. En este sentido, la Corte consideró que, como parte del deber estatal de garantizar una 

adecuada defensa pública, es necesario implementar adecuados procesos de selección de los 

defensores públicos, desarrollar controles sobre su labor y brindarles capacitaciones periódicas. 

 

En atención a lo anterior, la Corte consideró que, para analizar si ha ocurrido una posible 

vulneración del derecho a la defensa por parte del Estado, tendrá que evaluar si la acción u 

omisión del defensor público constituyó una negligencia inexcusable o una falla manifiesta en el 

ejercicio de la defensa que tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los intereses del 

imputado. En esta línea, la Corte procederá a realizar un análisis de la integralidad de los 

procedimientos, a menos que determinada acción u omisión sea de tal gravedad como para 

configurar por sí sola una violación a la garantía. Además, la Corte precisó que una discrepancia 

no sustancial con la estrategia de defensa o con el resultado de un proceso no será suficiente 

para generar implicaciones en cuanto al derecho a la defensa, sino que deberá comprobarse, 

como se mencionó, una negligencia inexcusable o una falla manifiesta. 

 

En el presente caso, al evaluar de manera integral las actuaciones de la defensa pública, la Corte 

verificó que los defensores que representaban al señor Ruano Torres no solicitaron la nulidad de 

la diligencia de reconocimiento en rueda de personas con base en las irregularidades que habrían 

sucedido según lo indicado por el propio imputado y otras personas, así como sobre la base de 

que la víctima del delito había visto a los detenidos en los medios de comunicación. De este 

modo, la identificación positiva de José Agapito Ruano Torres como uno de los partícipes en el 

hecho punible durante el reconocimiento en rueda de personas y en la vista pública se convirtió 

en uno de los fundamentos de la condena. Además, la defensa pública no presentó recurso contra 

la condena, que permitiera obtener el doble conforme por parte de un juez o tribunal distinto y de 

superior jerarquía orgánica al que emitió la sentencia condenatoria. La doble conformidad judicial, 

expresada mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de una revisión íntegra del 

fallo condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del 

Estado, y al mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. En 

este sentido, la Corte resaltó que tal omisión no se ve suplida por la presentación de un recurso 

de revisión una vez que la sentencia se encontraba en firme, el cual tiene causales de 

procedencia específicas y es resuelto por el mismo tribunal que dictó la sentencia. Para la Corte, 

resultaba palmario en el presente caso que tales omisiones lejos de obedecer a una estrategia de 

defensa a favor del imputado actuaron en detrimento de los derechos e intereses del señor Ruano 

Torres y lo dejaron en estado de indefensión, constituyendo una vulneración del derecho 

irrenunciable de ser asistido por un defensor. 

 

La Corte estimó que la responsabilidad internacional del Estado puede verse comprometida, 

además, por la respuesta brindada a través de los órganos judiciales respecto a las actuaciones u 

omisiones imputables a la defensa pública. Si es evidente que la defensa pública actuó sin la 

diligencia debida, recae sobre las autoridades judiciales un deber de tutela o control. 

Ciertamente, la función judicial debe vigilar que el derecho a la defensa no se torne ilusorio a 

través de una asistencia jurídica ineficaz. En suma, la responsabilidad internacional del Estado 

será, pues, también establecida si la negligencia inexcusable o falla manifiesta de la defensa 

debió haber sido evidente para las autoridades judiciales o bien fueron puestas en conocimiento 

de las mismas y no se adoptaron las acciones necesarias y suficientes para prevenir y/o remediar 
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la violación al derecho a la defensa, de modo tal que la situación condujo a la violación del debido 

proceso, atribuible al Estado. 

 

En el presente caso consta que, antes de la vista pública, el señor Ruano Torres solicitó la 

acreditación de un defensor particular, quien solicitó la suspensión de la audiencia a fin de 

“estudiar mejor la causa”, lo que no fue admitido por el Tribunal Segundo de Sentencia de San 

Salvador. Asimismo, existieron reiteradas quejas sobre la ineficacia de la defensa pública 

interpuestas ante el Tribunal Segundo de Sentencia de San Salvador, directamente o por 

intermedio de otras personas, no recibiendo una respuesta favorable durante el proceso o con 

posterioridad al mismo. Además, tales circunstancias fueron puestas en conocimiento de la Sala 

de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia mediante el recurso de hábeas corpus 

interpuesto, el cual mantuvo la situación imperante. De igual forma, la denuncia disciplinaria 

interpuesta fue declarada inadmisible por la Corte Suprema de Justicia. En suma, las autoridades 

judiciales fallaron en su deber de erigirse en una garantía para la vigencia efectiva del derecho a 

la defensa técnica. 

 

En las circunstancias descritas, la Corte consideró que las fallas manifiestas en la actuación de los 

defensores públicos y la falta de respuesta adecuada y efectiva por parte de las autoridades 

judiciales colocó a José Agapito Ruano Torres en un estado de total indefensión, lo cual se vio 

agravado por el hecho de encontrarse privado de libertad durante toda la sustanciación de su 

proceso. Asimismo, en virtud de dichas circunstancias, la Corte consideró que no fue oído con las 

debidas garantías. En razón de lo expuesto y del reconocimiento de responsabilidad efectuado por 

el Estado, la Corte concluyó que el Estado es responsable por la vulneración de los artículos 8.1, 

8.2.d) y 8.2.e) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 

perjuicio de José Agapito Ruano Torres. 

 

Seguidamente, la Corte realizó las precisiones correspondientes en lo que se refiere a la 

integridad personal de los familiares. Fue constatado que la esposa y el hijo teniendo tan sólo dos 

años de edad presenciaron las torturas que sufrió el señor Ruano Torres, y que posteriormente 

ellos sufrieron secuelas psicológicas a raíz de esta situación. Además, se desprende que su 

esposa padeció afectaciones psíquicas y físicas a raíz de las circunstancias de la detención de su 

esposo y su posterior privación de libertad arbitraria, y a su vida cotidiana por tener que criar sus 

hijos y velar por ellos sin el apoyo de su esposo. De igual forma, los hijos del señor Ruano Torres 

no han contado con la cercanía de la figura paterna y han sufrido por las consecuencias 

emocionales y económicas de la situación que padeció la víctima. Es decir, que han padecido 

afectaciones a su integridad psíquica y moral, además de a su desarrollo personal, debido a la 

privación de libertad arbitraria del señor Ruano Torres. Por otro lado, la Corte dio por probado la 

relación entre Pedro Torres Hércules y José Agapito Ruano Torres, el involucramiento profundo de 

Pedro Torres Hércules en la búsqueda de justicia para su primo, y las afectaciones sufridas a raíz 

de la privación de libertad arbitraria y condiciones carcelarias padecidas por su primo. En razón 

de lo anterior, la Corte declaró que el Estado violó el derecho reconocido en el artículo 5.1 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de María Maribel 

Guevara de Ruano, Oscar Manuel Ruano Guevara, Keily Lisbeth Ruano Guevara y Pedro Torres 

Hércules. 

 

III. Reparaciones 

 

La Corte estableció que su sentencia constituye per se una forma de reparación. Asimismo, 

ordenó al Estado: i) iniciar y conducir eficazmente, en un plazo razonable, la investigación y 

proceso penal de los actos violatorios del artículo 5.2 de la Convención cometidos en contra del 

señor José Agapito Ruano Torres, para determinar las eventuales responsabilidades penales y, en 

su caso, aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea; ii) determinar, 

por intermedio de las instituciones públicas competentes, las eventuales responsabilidades de los 

funcionarios de la defensoría pública que contribuyeron con su actuación a la violación de los 

derechos en perjuicio de José Agapito Ruano Torres y, en la medida que corresponda, aplicar las 
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consecuencias que la ley prevea; iii) adoptar todas las medidas necesarias para hacer efectiva la 

declaratoria respecto a que la sentencia de condena que fue emitida en el proceso penal No. 77-

2001-2 en contra de José Agapito Ruano Torres carece de efectos jurídicos en lo que respecta a la 

víctima en el presente caso y, por lo tanto, el Estado debe dejar sin efecto todas las 

consecuencias que de dicha sentencia se derivan, así como los antecedentes judiciales o 

administrativos, penales o policiales, que existan en su contra a raíz de dicho proceso; iv) brindar 

gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, 

adecuada y efectiva, el tratamiento psicológico y/o psiquiátrico si así lo solicitan; v) otorgar becas 

en instituciones públicas salvadoreñas, en beneficio de José Agapito Ruano Torres y sus 

familiares, vi) realizar las publicaciones dispuestas; vii) colocar una placa en un lugar visible de la 

sede de la Unidad de Defensoría Pública con el propósito de despertar la conciencia institucional 

para evitar la repetición de hechos como los ocurridos en el presente caso; viii) implementar, en 

un plazo razonable y con la respectiva disposición presupuestaria, programas o cursos 

obligatorios y permanentes sobre los principios y normas de la protección de los derechos 

humanos, en particular las normas internacionales establecidas en los principios relativos a la 

investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos, o 

degradantes dirigidos al personal de la Policía Nacional Civil y de la Fiscalía General de la 

República; ix) reforzar, en un plazo razonable, los sistemas de selección de defensores públicos 

que aseguren la designación de personas que cumplan con los requisitos de idoneidad y 

capacidad técnica comprobada, así como desarrollar controles a través de protocolos para 

asegurar la eficacia de la gestión de la defensa pública en materia penal; x) implementar, en un 

plazo razonable, si no existieran actualmente o, en su caso, fortalecer los programas de 

capacitación, como sistema de formación continua, dirigidos a los defensores públicos; xi) pagar 

las cantidades fijadas por concepto de indemnización de los daños materiales e inmateriales, y 

xii) reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos la suma erogada durante la tramitación del presente caso. 

 

-------- 

 

La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de la Sentencia, en ejercicio de sus atribuciones y 

en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo 

dispuesto en la misma. 

 

El texto íntegro de la Sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 

http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm 
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